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de 29.722 pesetas. por lo que, al no apreciarse vulneración al­
guna de los derechos a la 19ual~ '1 a 1& tutela Judicial efeo­
tiva, procede que se dicte sentencaa denegando el amP&l'O 10­
licitado.

Cuarto.-Concluida la fase de alegaciones, se stJñal6 el pre­
sente recurso par<l el día 10 de octubre ac!ufil, y pc;,¡t~riormente

se altero este seilulamiento para el día 19 de septiombre, en
que se deliberó y votó.

1I. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Después de conocido el proceso laboral seguido
ante el Magistrado de Trabajo de León (y la copia fotostáttca
del expediente incorporada al proceso, tal como dispone elar­
tículo 120 de la LPL. dentro de las reglas que esta Ley dedica a
los procesos de 6egurldad SOCial). y lo que en el trámite de
alegaciones dE:ll proceso de amparo ha dicho el demandante
(artículo 52.1 de la LOTe), es manifiesto que niog1io tema cons­
titucional de los que tienen cabida en el proceso de amparo se
plantea en .el que ahora decidimos. Se cuestioll& en las alega.·
ciones del dem8ndante la. sentencia del Magistrado de Trabajo
desde un doble frente. pues, por -un lado. se acusa a la senten­
cia de error en los hechos declarados probados y. por otro lado.
en la inaplk!ición o aplicación errónea -Que no ea clara en
este punto la posición del actor- de los preceptos que rigen
la invalidez permanente absoluta, sin invocación constitucional
alguna y, desde lup.go, carente de toda aleg.ación. expresa o
sobl'eentendid~, respecto a violación de preceptos consUtuc1o·
nalas de los Que configuran derech(Js o libertades susceptibles
de amparo. Los que se inCluyeron en la demanda. concretados
a los articulas 14 y 24.1 de la Constitución. se abandonan en
las alegaciones yse sustenta ésta sobre pretendidas vulnera·
ciones atinHnt.es al .factum. de la sentencia o aJ derecho apli­
cable a las prestaciones de la Seguridad Social, en un claro
conocimiento -y no pod1a ser de otro modo a la .ista de las
actuaciones que antes hemos dicho-- de que no son aquellos
preceptos conshtucicmales los que se estiman infringidos. Con
este plant,",amlento. le demanda hubiera podido conducirse a la
inadmisión por aplicación del motivo del articulo SO.2, b}, de
la LarC, y en este momento del proceso debe llevarse a la
denegación de amparo, puesto que, en definitiva, se preteride
una revisión de la sentencia desde apreciaciones que cartene­
cen al Amb:to jurisdiccional ordinario (artiCUlO 117.3 de a Cons­
titudón), en concreto a la funsdicción de trabajo (artículo 1.0
de la LPLl sin estar en cuestión garantías constitucionales:

Segundo.-No basta con la dta en la demanda de los aro
ticulos 14 y 24.1 de la Constitución, aquél en una difusa refe.
rencia a un tra tamiento desigual a la hora de definir las -pres­
tactones de la Seguridad Social, y éste en una global alusi6n
al derecho a obtener una tutela Judicial efectiva par~ propar·

Pleno. Recur.ro de tnconstitucionalidad mime­
"? 381/1983. Sentencia numero 89/1984. de 28 de sep­
ttembre.

El Pleno de; Tribunal ConsUtucional, compuesto por don Ma·
Duel Garcla-Yt::I.ayo y Alonso, Presidente. y don Jerónimo Aroza­
mena Sie1-ra, d"n Angel !.atorre- Segura, don Manuel Diez de
Velasco VallejO don Francisco Rubio LloI'ante, doña Gloria Be­
i!ué Cant,)n. dv:'l Luis Diez Picazo, don Francisco Tomas y Va­
llente. don &.tael Gómez-Ferrer Morant don Antonio Trufol
Serra y don hancisco Pera Verdaguer, Ma.gistrados. ha pro·
nunciado .

EN NOA!BRE DEL REY

la. siguiente

SENTENCIA

En el ¡-ecuJ"$C" de 1nconstitucionalidad registrado con el nú·
mero 381/1983, promovido por don Luis Femé.ndez Fernández~

Madrid, L.omisbnado por 53 Senadores más contra la Ley OrgA·
niea 4/1983. de 2P de febrero, del Estatuto de Autonomía Je
Castilla-León, en el que han comparecido el Setiado y el Go­
bierno, r~pres21.1tado éste por el Aboy,e,do del Estado. siendo
ponente ei Magistrado don Luis Díez Picazo, quien expresa el
parecer del Tribunal.

,L ANTECEDENTES

Primero.-Mu:Jiante escrito que se registr6 en este Ttlbunal
el día 1 de junio de 1.983, don Luis Fernández Fernández·Madrid.
comisionaao por 53 SenadOres maS. promovió recurso de inoons­
titucionaliJad contra 1& Ley Orgánica il1Sa3. de 25 de febrero,
del Estatuto de AutonoIIÚ8. para CasUl1a y León. En el escrito
de interposici6_1 del recurso se 1Ddica que mediante acuerdo de
13 de entlro de ¡g83 1& Diputación Provinc1&l de León revocó
el que habla. adoptado el 18 de abril de 1980. con el que· había
ejercido la iLic.'i&tiva del proceso autonómico a que alude el
art.iculo 1432 df' la Con81ltuc1On Española: Que el acuerdo d.e 13
de enero de 1983 fue notificado a la Mesa del Congreso de los
Diputados. la cual, s1n embargo, prosiguió la tramitacián del

cionar a la demanda. y en def1n1tiva a la pretensión, una fun.
c1ame.ntación con virtualidad para ser considerada en el proceso
da amparo que la ConsUtución (articulas 53.2 y 161.1. bJl Y
la LOTC (articuloa 4l y siguientes) establecen. Esta cita nomi.
nal o vac1a, como se evidencia con las alegaciones ulteriores
{las del articulo 52 de la WTCJ, y el análisis al que antes
hIcimos mendón es la efectuada por el GCtor, pues lo cuestio­
nado no es aJgo que pertenezca al tratamiento que impone el
articulo 14 acerca del principio de igUaldad o al derecho a La
jurisdicción. o al proceso debido en los términos que denne el
t\rticulo 24.1¡ lo cuestionado portenece al campo de los hechos

.y del régimen de la Seguridad Sqctal. sin relevancia constitu.
cional. pues se cuestionan los requisitos para tener derecho
a una prestación económica según lo dispuesto para el extin­
guido Seguro Obligatorlo de Vejez e Invalidez (SOvn. presta..
ción que el Instituto Nacional de la Seguridad. Social UNSS),
primero, y el Magistrado de Trabajo, después. han negado por­
que el solicitante y ahora recurrente no estuvo aflliado a este
Seguro. Todo cuanto arguye con el propósito de enmendar lo
Que el INSS ha resuelto y el Magistrado de Trabajo ha confir­
mado en cuanto a la denegación de la prestación pretendida,
con ser ajeno al núcleo de la decisión recurrida. es algo que
no pertenece al mábita del recurso de amparo. Que padece inva­
'Iidez, en el grado de la permanente y absoluta; que la. presta­
ción de invalidez es compatible con la pensión de clases pasivas
del Estado; que el Real Decreto 3218/1982 (y otros posteriores]
hli introducido un régimen de meloras o de revalorización, se­
gún los casos, can regulación especifica para las del SOVI; que
no ha solicitado la pensi6n d' jubilación que por haber estado
afiliado al antiguo Régimen Obrero le ha sido concedida. que
.son, con otras difusas alegaciones, lo que constituyen lafun.
damenlación del recurso, es algo que, además de no penetrar
en el núcleo de la razón deneQ;9toria de la prestación (el no
haber estado afiliado al SOV}). es extrafJo al recurso de amparo.

FIILLO,

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTTTUCION DE
LA NACION ESPA"'OIA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don Elpidio Dionisio Qui.
flanes Sánchez.

Publiquese esta sentencia en el ..Boletín OficiaJ del Estadoo.

Dada en Madrid a 27 de septiembre de 1984.-JerÓnimo Aro·
zamena Sierra.-Francisco Rubio L1orente.-Francisco Tomás v
Valiente.-Antonio Trufol Serral.---.'.Franc:isoo Pera Verdaguer_­
Firmados y rubricados.

proyecto de Estatuto, infringiendo. a juicio do los recurrentes,
los articulos 136, en sus apartados 1.0 y 3.... Y 207 del Reglamento
del Congreso de los Diputados; y que el proyecto de Estatuto
fUe ~proba~o y p'romulgado como Ley 4 1983, de 25 de febrero.
con mfracClón del artículo 146 de la Constitución Española. Man­
tenían aSlmismc los recurentés que la Ley 4·-1983 Quebranta
también lo d_.::puesto en el apartado cl del punto 2.· del artfcu­
lo H7 de la (;cnstitución, por cuanto, en vez de contenerla
sede de las instituc10nes autonómicas de la Comunidad, según
ordena el preceptoconstitucionaJ, prescribe en su artículo 3 que
las Cortes de Castilla v León. Que se constituyan en la Villa de
TordesilJa... aprrtbarán en su primera sesión ordinaria la Ley
que de-termine 1& sede o sedes de dicha Comunidad.

Aftrma:>an por último los recurrentes que la provincía de
León dispone de entidad regional histórica en el sentido del
articulo :13 1 de la Constitución y en virtud de todo ello
pedían al 1ribunal Que dictase sentt'ncia .por la que se declare
inoonstitudon!:l.r la integración de León en la Comunidad de
Castilla y León debiéndose dejar sin efectos todas las men­
ciones del Estatuto a esta provincia. a la que el Estatuto en
caso alguno será aplicable, suprimiendo León, en su caso,
de la denominaL.i6n de la Comunidad. e. igualmente, que se de­
clarara inconstitucional la Ley en su articulo 3, por contrariar
la exigencia di! los artículos 146 y 147, el. de la Constitución. en
cuanto a seft.a1amiento de sede o sedes, que corresponde en
exclusiva a las Cones Generales...

SegundO.-La. Sección Cuarta acordó admitir a. trámite t>l
recurso de i::Jconstitucionalidad, da! traslado del mismo al Con­
greso de ';os .0iputados y al Senado por conduct.o de _sus Presl­
dentes y al Gobierno por el del MiDLsterio de JustIcia. a los
efectos del articulo 34 de la Ley Orgánica del Tribunal Cons­
titucional. y publicar en el _Boietin Oficial del Estado~ ia
interposicIón de;' recurso, aJladiendo que en su momento se
acordara .10 procedente sobre el recib:mlento a prueba

Med.iante esu1to de 5 de iulio de 1983 el Presidente del Sena­
do pidió que se tuviera poc persvn&da a dicha Cámara en ,'1
procedimiento y .en esprito de 14 de julio ::te 1983 el Abog'ldo
del Estado pidill que se lt' t..uvlera por personado y por par~.

Tercero.-En su escrito de alegaciones, de 26 de )ullo de
1982, afirma el Abogado del Estado que, en virtud de la ~i"~o­
.ielón transitoria primera de la Constitución, en los terrl~nos
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dotados de un régimen provisional de autonomfa, cual fue el
caso de CastiBa·Le6n. sus órganos colegiados superiores. podf&n
sustituir la Iniciativa autonómica a que se refiere el aztlcu­
lo 143.2, y qu':t la constitución de una Comunidad Autónoma
pocHa tamLlén hacerse por las Cortes Generales mediante Ley
Orgánica, según dispone el articulo 144 de la· misma norma
básica. Por to~o ello. el concurso de la voluntad de una Dlpu·
taclón Provinelal no es ImprescIndible en el proceso de cons~

tituct6n de unA. Comunidad Autónoma. Anrma asimismo el
Abogado del Estado que un acuerdo favorable a la integración
de una provine;", en una Comunidad Autónoma no es revoca.ble,
como se des?~'E"nde del artfculo 1'43.3, que prescribe tmpliclta·
mente que tampoco es revocable hasta iransculTidol dnco años
un acuerdo contrario a dicha integración 'J de que, se¡¡:ún poDe
de relieve el examen de los antecedentes de la elaboración de
la Constitución. ésta ha querido excluir delib8radamente ~a
posibilidad d~ :separación de una provincia da una Comun;.dad
Autónoma ya fumada por otra vía que la de la reforma de los
Estatutos.

Consid"lra el Abogado del Estado que 108 argumentos de
índole histórica y geográfica son irrelevantes para obtoner la
separación de León que se pretende en el recurso; y afirma, por
último, que el articulo 3 del Estatuto impugnado es conforme
al articulo 147~. e). de la Constitución, qUe permite UD cum­
plimiento ~edl8to de la exigencia qUe contiene.

Cuarto.-En escrito de 2Q de octubre de 1983, don Luis Per­
nández rern3ndez-Madrid solicitó se Incorporase a los autos
copia del auto dictado el 4 de octubre de 1983 por la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo mediante el cual se modificó el dictado
por la mIsma Sala el 24 de mayo del ·mismo año y se declaró
que a don Lui, Herrero Rubinat y a otros litigantes se les tenía
por satisfachos extraprocesalmente en las pretensiones aducidas
contra los AY\.Intamientos de La Antigua y otros de la provincia
de León. y en escrito de 29 de octubre de 1983 propuso prueba
documental pública, consistente en: 1 La ya incorporada a las
actuaciones: 2 Los antecedentes obrantes en la Mesa del Con­
greso referente'" al proyecto de Ley; 3. Certificación del Ayunta­
miento de Leóo del acuerdo adoptado el dla 25 de octubre de
1983 de apartamIento de la provincia de León de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León; 4. Certificación de la Diputación
de León que acredite que por los Ayuntamientos que se expre~

sarán se adoptaron durante el mes de enero de 1983 acuerdos
expresos de separación de la provincia de la Comunidad Autó­
noma InJIcada; 5. Cert1.f1caclón de la misma Diputación del
número total de Ayuntamientos que se opusieron Inicialmente
a la integración. con indicación del censo electoral de cada uno
de ellos, del provincial de población y del numero de Municipios
de la provincia; 6, Certificación. que ha de expedir la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial d9
Valladol1d. en la Que, en relación con el recurso 599'1980. se­
guido an~e la misma, se testimonien la totalidad de los docu­
mentos aportarlos con la demanda. el hecho cuarto de la misma
y la súplica; 7 Certificación que han de l1brar ciertos Ayunta~

mientas de la provincia de León, cuyo número y cIrcunstancias
no se detallan, referentes al apartamiento de la ·provincia de
la Comunidad de Castilla y León, y 8. Recortes de determinados
periódicos de la ciudad de León.

La Sección acordó admitir la prueba documental pública
propuesta, oonexcepclón de la oomprendida en el apartado 7
por no dncontrane debidamente determinada. y practicar la
prueba admitida, expidiendo para ello los correspondIentes
despachos. En eJecución de ello. por escrito de 8 de noviembre
de 1983, el comisionado don LuIs Fernández Fernández-Madrid
suplica que se unieran a los autos las cert1ficac1ones expedidas
por el Ayuntamiento de La Antigua y otros de la provincia de
León; por escritos de 9 y 10 de novIembre de 1983 el oomisiona~

do don Luis Fttmandez Fernández-MadI1d suplica 8e unan a los
autos las certificaciones de los Ayuntamientos de Quintanar del
Morco y otros de la provincia de León: y mediante provIdencia
de 30 de noviembre de 1983 se acordó tener por recibidas las
certificaciones remitidas por la Sala de lo Contencioso~Adml~

nistratlvo de la Audiencia Territorial de Valladolid y por el
Presidente del Congreso de los Diputados y proceder según lo
dispuesto en el artículo 88.1 de la LOTC.

Quinto.-En su esccito de 17 de diciembre de 1983 el Abogado
del. Estado afirma que el auto de 4 de octubre de 1983 de la
Sala Cuarta del Tribunal Supremo no puede Interpretarse como
consagrat:Ión de la valldez del acuerdo revocatorio adoptado por
la Diputación Provincial de León de 13 de enero de 1903. como
pretenden los demandantes, -pues la posib1l1dad de revocar los
acuerdos favorables al proceso autonómico sólo de la Constitu­
ción pueden deducirse_o y tal deducción es de la competencia
del Tribunal Constituclonal. Por ello mantiene sus tesis inicta~
les y supl1ca la desestimación del recurso.

Sexto.-De la, prueba practicada y de la documentación que
obra en autos resultan los siguientes antecedentes del. presente
recurso:

P En sesiones celebradas a 10 largo del mee de abril de lHO,
158 AyuntamIentos de la provincia de León acordaron ejercer
la Iniciativa a que se reftere el artículo 149.2 de --la Constitución
Espaf\ola para constituir la Comunidad Autónoma de Castilla
y León. .

2.' En sesión colebrada el le de abril ele 1900 la D1putaclÓll
Provincial d~ León adoptó un acuerdo de 11'\1&1 contenido.

3.- Contra loe acu~os municipales del Ayuntamiento de
La AnUgua y otros &7 de 1& provinc:1a de León se Inwrpuso re·
curso contenci06O-adm1nistr&Uvo por don Lula Herrero Rl1b1Dat
y otros, siendo parte coadyuvante la Unión dol Centro DemOoo
erátlco. Contra la sentencie. dictada en dicho recurso núme­
ro S09 de 1980 por la Sala de lo Contencloao~Administrat1vode
la Audiencia Terr\l<.rlal de ValIadolld el 7 de lullo de 19sa. 101
demandantes lnterpu'sieron recurso de apelación, que fuo adml.
tido en ambos efectos por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo.

4.° En la sesión celebrada en Salamanca el día 7 de 1ulio
de 1982, la Asamblea de Parlamentarios y Diputados Provinciales
aprobó el proyecto de Estatuto de Autonomía de CastUl& 7
León. que fue remitido al Presidente del Congreso de los Dlpu·
tados el 24 de lulio de 1981. Dicho proyecto fue publicado en el
.BoleUn Oficial de las Cortes Generales- (Congreso de loe
Diputados). serie. H, DOmero 68-1. de 28 de septiembre de 1881.
y en el mismo BoleUn. serie H, número 3-1, de 3 de diciembre de
1982, Y tramitado oomo proyecto de Ley Orgánica.

S.· En sesión celebrada el día 13 de enero del afio 1983 1&
Diputación Provincial de León acordó dejar sin efecto su ante.
rior acuerdo de 18 de abril de 1980, de iniciar el proceso para
la constitución del Ente autonómico uniprovincIal de León.

6.- Remitida notifIcación al Congreso de los DiputadOl del
acuerdo que adopta la Diputación de León el día 13 de enero
de 1983, ~a Mesa del Congreso. en su sesión de 19 de enero
de 1983. EL<'uerda no suspender la tram.ltac1ón del proyecto de
Estatuto de Autonomía.

'7.° En el .Boletín Ofielal del Estado_ de 7 de marzo de 1981l
se publicó la Ley Orgánica 11I1983. de Estatuto de Autonomía
de Castilla y León.

8.° Mediante escrito dirigido a la Sala Cuarta del Tribunal
Supremo el día 4 de marzo de 1983. al que se acompatla certi­
ficación del acuerdo adoptado por la Diputa.ción de León el
día 13 de enero del mismo a1'10. los demandantes en el recurso
número 599 d~ 1980 suplican se les tenga por satisfechos extra­
procesalmente de las pretensiones ded,ucldas en la demanda.

9.· Con techa 24 de mayo de 1983 la Sala Cuarta del Tribunal
. Supremo dictó auto teniendo pOr desIstidos en su recurso a 101

demandantes don Luis Herrero Rublnat y otros; a tenor de lo
dispuesto en el artículo 88 de la Ley de ,la Jurisdicción Conten·
cioso-Administr ativa. Contra dicho auto se Interpuso recurso de
súplica oon la de que se declarase de forma expresa que loa
demandantes h&n sido satisfechos extraprocesalrriente de la pre­
tensión deducl.da en la demanda.

10. A 10 largo de 1983. en la mayor parte de los casos en
los meses de octubre y noviembre. diversos Ayuntamientos de
la provincia de León adoptaron acuerdos dejando sin efecto los
anteriores que se mencionan en el pirrafo segundo de este ante­
cedente 'J eJerciendo la iniciativa a que se refiere el artícu­
lo 143.2 de la Constitución Espafiola para la formación de un
Ent"'t aUtonónilc'o uniprovincial integrado tan sólo por León.

11. Median,... auto de 4 de octubre de 1983 la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo reforma el anterior de 24 de mayo del
mismo afio y t':ene por satisfechos extraprocesalmente a los de-.·
mandantes en las pretensiones deducidas en el recurso 599 de'
1980. ya refer,~nciado.

SéptImo.-Por providencia de 20 de septiembre actual se
se:tlaló para deliberación v vota0i4n de este recurso el dia 2S
del mismo mes. fecha en qu.e tuvo lugar.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-La primera de las cuestiones de derechos planteadas
en el presente recurso es la de si el acuerdo adoptado por la
Diputación Provincial de León el dia 13 de enero de 1983. revo­
cando el de 18 de abril ~ 1980, en et que se ejercía la Iniciativa
del proceso autonómico a que alude el articulo 143.2 de la
Constitución Espaf\ola, debió o no producir como efecto la
exclusión de la provincia de León de la .Comunidad Autónoma
de Castills-Le6n a la que había de pertenecer según el corres­
pondiente proyecto de Estatuto de Autonomfa, ya aprobado
como tal por 8'1 ConseJo General de Castllla y León el 7 de
jull0 de 1982, publicado para 8U' tramItación legislativa en el
..Boletín Olidal de las Cortes Generales. (Congreso de loe
Diputados) de 3 de diciembre de 1982, J aprobado y promulgado
sin modtn:::acióll en este extremo como Ley OrgMica 4/1933, de
25 de febrero

Al cIrcunscribir as1 el problema queda indicado qUe n.C5
vamos a pronunciarnos acerca del .fecto a atribuir en este
orden de cosas a los acuerdos mediante Jos cuales ciertos
Ayuntamientos de la provincIa de León han decidido revocar
108 anteriores de eferoiclo de la Iniciativa. autonómIca dentro:
de la Comunidad casV!llano-leonesa para promover la constl·
tUciórl de un'a Comunidad Autónoma de León exclusivamente.
De tales acuerdos no se hace,. menclóD alguna en el elCll'1to
de tnterposlc1ón del recurso de Inconst1tucionalldad y aunque
a proPUNta de los recUITentes .. ha practicado abundante
y detallada prueba sobre tal extremo. no se ha formulado al...
g&clón alguna que loa toma como bale f6ctlca de la preten­
lión. que ciertamente mal~ prosperar sobre ta1 funda-_
mento porque dichos acueidoe municipales revocatorios.· IOD
posteriores a la promul6acl6n 7 entrada -en vigor de 1& Ley
que 'H impupa en el presente recuno y en consecuencia,
an nada puede Infiulr a la hora ele dIIuclclar al la provincia
de León debi6 o no quedar excluida do la Comunidad Aut6~
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noma a la que 1& mentada Ley proPOl'CiOD& Estatuto. A estos
ef~8. por tanto. Wl1cament& ha a. examinane el acuerdo
revocatorio de 1& Diputac1uD de Lttón. adoptado el dia 13 de
enero de 1983. 8n fecha anterior & 1& de la Ley tr&1da a "te
Juicio.

Con eUo queda dicho aslm1Bmo que la presente sentencia
no puede pronunciarse .obre el problema de B1 1& provincia
d.e León. puede o no lear'e'ar8e, ahora o en el futuro. de 1&
Comunidad Autónoma a 1& que pertenece en 1& actual1d~~ ni
tampoco sobre cuéJ. seria 1& vta a través de 1& cual IJU'lrfa
alcanur tal objetivo, pu.. d. lo que se trata aquí .a (mica
y exclusivamente de sI 1& manltesta.ción de la voluntad de
la Diputación de no aer incluida en la Comunidad castellano­
leonesa en ,estación en aquel momento debió o no conducir
a que el legIslador se abstuviese de incluirla en ella. La cues~

tión de 10 que la provIncia de León pueda pretender en el
futuro no guarda relación alauna con este concreto problema.

S'~gundo.-Asi circunscrito el objeto de este pronunciamiento
es obligado indicar también que la _quaestio turis. planteada no
el la de la validez del acuerdo revocatorIo adoptado por la
Diputación Provincial, como parecen afirmar los recurrentes
oon su Interpretación del auto de 4 de octubre de 1983 de la
Sala Cuarta del Tribunal Supremo. en el cual se tiene por
satisfechos extraprocesalmente a los demandantes en las :pre~

tensIones deducidas contra los originarlos acuerdos dp iniciativa
autonómica de algunos Ayuntamientos de la provincia de León,
satisfaccIón extraprocesal oue a Juicio de los demandantes en
el correspondiente recurso contencjo,so-administratlvo se habJa
producido por .cuanto la iniciativa autonómlca ya ha perdido
toda posibilidad de prosperar tras la adopción del aGuardo re­
vocatorio por la Dlputac:iOn Provincial.

La tesis que mantienen los recurrentes, quienes afirmen que
oon el auto citado 1& Sala Cuarta ha venido a consldoerar
válido el acuerdo revocatorio de 13 de enero de 1983. no SÓlO
no es correcta, sino que, ademé.s, no guarda rela(:lón con el
problema que nos ocupa, que no es otro que el de si dicho
acuerdo, en el momento en que se adoptó, pudo o no priv..r al
revocado de la eficacia impulsora de la integración da Lo":'n
en la Comunidad Autónoma castellano-leonesa, cuestión CU.l7a
eventual respuesta negativa no excluye que el acuerdo hnhir'ra
podido surtir otros efectos de haber sido distinta la 8U&rte
del proyecto de Ley durante cuya tramitación se. adoptó.

Tercere.-EI principal arsumento del Abogado del E.lltado
para instar la desestimación del recurso es que el concurso de
la voluntad de la Diputación de León que se manifestó en el
acuerdo de 16 de abril de 1980 no era en rigor necesario para
integrar a la provincia en la ·Comunidad castellano-leonesa,
de lo que se desprende que el scuerdo revocatorio de 13 de
enero de 1983 tampoco podia impedir tal integración.

Tal tesis se fundamenta tácticamente en que en sesión
extraordinaria celebrada en Palencia el día 16 de octubre de
1979 el Pleno del Conaejo General de Castilla y UiOn -Ente
preautonómico creado por Real Decreto-ley de 13 de junio-­
acordó .iniciar el proceso autonómico según prevé la Constitu­
ción en su título VUI y disposición transitoria primer..... publi­
cándose dicho acuerdo en el _Boletin Oficial del Consejo Ge­
neral de Castilla y León- número -4, de 1 de noviembre
de 1979.

Sin embargo, 10 cierto es que ese acuerdo del Pleno del
Consejo no pudo producir el efecto que prevé la disposición
transi toria primera de la Constitución Espaflola, según la
cual .en los territorios dotados de un régimen provisional de
autonomía sus Organos colegiados. mediante acuerdo adoptado
por mayoria absoluta de SUI miembros, podrán sustituir la
iniciativa que el apartado 2.° del articulo 1-43 atribuye a las
Diputaciones Provinciales o '" los órganos interinsulares corres­
pondielltes~. El articulo 2 del Real Decreto-ley 20/1978. de 13
de Junio, por el que se aprueba el régimen preauton6mlco para
Castilla y León, menciona a la provincia de León, cie'rtamente,
pero la disposición transitoria del citado texto legal dice que
.Ios parlamentarios de cada una de las provincias enumeradas
en el artículo 2 decidirán. por mayoria de dos tercios, la incor­
poración de las mismas al Consejo General de CástUla y
León, y no consta que en el momento en que se adoptó por el
Consejo el acuerdo de 18 de octubre de 1979 los parlamentarios
leoneses hubiesen adoptado el acuerdo de incorporación a que
se refiere- la dlsposición transitoria del Real Decreto-ley a que
se acaba de aludir. No podía operar, en consecuencia. la sus­
titución a que alude la disposición transitoria primera de la
Constitución. que obviamente sólo opera para las Diputaciones
de aquellas pl"Ovinc1as que pertenezcan al Ente preautonóm1co
cuyo órgv.·,o colegiado adopte el acuerdo a que alude la citada
disposición transi torta.

Cuarto.-Tampoco el -admisible la tesis del Abogado del
Estado de' que el concurso de la voluntad de la Diputación de
León no era necesario. ni su revocación podrIa producir efecto
algvno, porque las Cortes Generales pueden. de acuerdo con
el e.rUculo 14.4, c). de la Constitución, sustituir la iniciativa de
las Corporaciones Locales a que 88 refiere el articulo 143 en su
apartado 2. Tal facultad de sustitución sólo puede eiercitarse
mediante. Ley Orginica, según dice el artieulo 144, Y. si bien
el precepto no lo dice expresamente, esté. claro que ha de
tratarse de Loy aprobada precisamente al amparo de dicho
precepto sin que pueda considerarse que S8 ha cumplido el
requIsito, y ejercida la facultad por él condicionada. al apro­
bar un Estatuto de Autonomia como Ley Or¡ánica. según exige
1& norma constitucional. porque. de ser asi no tendrfa sentido
alguno la iniciativa de las Corporaciones, cuya eventual ausen-

oia resultana aiempre automáticamente suplida por la volun­
tad de 1.. Cortes manifestada en el solo hecho de aprobar un
Estatuto que lu abarcase.

Quinto.-De acuerdo con el articulo 143.2 de la Constitución
Española, reBla oomún en la materia y de aplicación en el pre­
sente caso, _la 1niciatlva del proceso autonómico corresponde
a todas las Diputaciones interesadas o al órgano interinsular
correspondiente y a laa dos terceras partes de 108 municlpios
cuya poblaciOn represente al menos la mayoria del censo
electoral de cada provincia o isla_, Quiere esto decir bien a las
claras que se atribuye a la Diputación Provincial y a los
municipios, estos últimos en la cuantfa que se acaba de indicar,
la. facultad de impulsar 1a constitución de la pro·..incia en Co­
munidad Autónoma o la de constituir una tal Comunidad con
otras provincias que manifiesten asJmismo una voluntad con­
cordante, Esto es precisamente 10 que hicieron en el mes de
abril de 1980 una mayoria suficiente de municipios leoneses y
la misma Diputación Provincial. .

Con los acuerdos adoptados en tal sentido se produce, por
tanto, un impulso del proceso de eonstituelOn de la Comunidad
AutOnoma, impulso sin el cual ésta no podría constituirse o no
podría abarcar a la proVincia. en que faltan. a no ser que las
Cortes Generales hiciesen uso d~ la facultad que les concede
el articulo 144, el, de la Constitución. ,

Sin embargo. que tal Impulso inicial sea necesario -salvo
la hipótesis excepcional indicada- no significa que haya de
mantenerse en lo sucesivo y que, como pretenden los recurren
tes, la revoc&'clOn del acuerdo de la Diputación Provincial. o del
de suficiE'nte número de Ayuntamientos, haya de suponer
que la provincia de que se trate tenga que considerarse excluida
de la Comunidad Autónoma en cuestión. Los Ayuntamientos y
la D:putaclón impulsan un proceso, pero no disponen de él, por
la dobltl razón de que, producido vé.1idamente el impulso, son
otros los suletos activos del proceso y otro también el obi sto
de la actividad que en éste se despliega: según el articulo 146.
una Asamblea compuesta por los miembros de las Diputaciones
de las provin::ias afectadas y por ios Diputados y Senadores
ej~g-idos en elhs elaborará un proyecto de Estatuto que sera
e~evado a ias Cortes para su tramitación como Ley. El su;eto
do)1 procesu no está integrado ya, como en su fase de lmpul­
s;On preliminar, por ¡as Diputaciones y municipios, sino que es
un nuevo órgano que nace porque ya se ha manifestado la
voluntad impulsora y que expresa ahora la del territoriO en
su conjunto; y esa voluntaQ ya tiene un objeto distinto, el
régimen jurídico futuro der territorio que ya ha manifestado
su voluntad de constituirse en Comunidad Autónoma mediante
actos de imciativa que ya han agotado sus efectos. Admitir que
tras la convocatoria de la Asamblea a que se refiere el arti(;u·
lo 146 de la Constitución cualquier provincia puede desvincu·
larse del proceso seria tanto como afirmar que en cualqUier
momento puede poner fin al proceso autonómico, obligando ti

reabrir otro con distinto sujeto y objeto también diferente.
La ordenaclón del prOCeso obliga más bien a la conclusión

contraria: los actos a que se refiere el articulo 1-43 son, como
el propio precepto indica. actos de iniciativa, actos de primen!
impulsión del proceso que agotan sus efectos cuando e!>te ha
entrado en su siguiente fa,se.
. En el caso que nos ocupa, el acuerdo- de revocación fuC'

adoptado por la Diputaclón de León en un momento, el 13 de
enero de 1983, posterior no sólo a la convocatoria de la Asam
bIea a que alude el articulo 146 de la Constitución, sino pos­
terior también a la rec.epci6n en el Congreso de los Diputados
del proyecto que dicha- Asamblea adoptO y la pubiicd' :U,\ ...

mismo en el _Boletín Oficial de las Cortes Generales~, Congreso
de los Diputados -que se publicó por primera vez el 28 de
septiembre de 1981 y por segunda, tras las elecciones generales
de octubre de 1982 el día 2 de diciembre de 1982-, tras el exa­
men por la Mesa a que alude el. artículo 136 del Rcg._:nLdd¡
correspondiente. Ello significa que a las consideraciorw~ b-;h
hasta aqui cabria añadir otras que tuviesen en cuenta las con
secuencias a derivar de la conversión del proyecto de 1<\ Asa"
bIea en proyecto de LeJ'· que la Cámara ya ha hecho suyo. Lo
que ya se ha dicho es, sin embargo, suficiente para conclUir
que, en el momento en que se "8.dopt,ó, el acuerdo de 13 de
enero de 1983 ya no podía privar al de 16 de abril de 1930 de
una eficacia que ya se había agotado tieI!)po atras

Sexto.-Las infracciones de preceptos del Reglamento del
Congreso de los Diputados que los recurrentes denun"ian no
se han producido en absoluto. No se ha infringido el artícu­
lo 136, apartados 1.- y 3.° de dicho Reglamento. como los recu
rrentes afirman, porque ese precepto regul9. la fF:' IV~rl,,,j ,.

des8.lTollar por la Mesa -recibido en el ·Congreso un proyer.-to
de Estatuto., y es manifiesto que tal calificación no cU1.dra
al a-euerdo del que la Diputación remitiO certificación a la
indicada Mesa.

Tampoco se ha infringido lo dispuesto en el artículo 207
del mismo Reglamento, 98gún el cual, ._disuelto el Congreso
de ios Diputados o expirado su mandato, quedarán caduc8dus
todos los asuntos pendientes de examen y resolución por lu
Cámara, excepto aquellos de los que oonstitucionalmente teng<'1
que conocer la Dlputación Permanente~. Es verdad que el
proyecto de Estatuto de Autonomia fue remitido a la Mesa del
Congreso en la anterior legislatura y, en consecuencia, caducó
en aplicación del articulo 207 citado. Sin embargo, tal cadu­
cidad obedece al principio de representatlvidad de la Cámara.
en virtud de la cual ésta no está vinculada por los actos de
la anterior, y ello quiere decir que la caducidad puede ser
excepcionada por la propia Cámara haciendo suyos los asunlo:.
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pendientes cuando asr lo penntta su naturaleza. En este caso
concreto nOS hallamos ante un proyecto de. Estatuto 'que la.'
Asamblea de Parlamentarios habia remitido al Congreso..! que
lo había hecho suYo publtc6ndolo en el .,Bokrtfn Ofidal as las
Cortes Generales- (Congreso de 105 Diputados). serte M. nta-·
mero 66··1 de 2e de septiembre de 1981. para 8U tramitación.'
como Ley Orgánica y que, por tanto, había quedado ya des­
vinculado del órgano qUe le dIO orll'en y que agotó en. ello su
función. Por todo ello hay que concluir que la Mesa actuó
correctamente cuando en su reuntón de 30 de noviembre dEl 1982
acof'dó ordenar IR 'Públtcación del proyecto. que se hizo en el
«B(llp.~in O~c!al d9 las Cortes CeDerate!- (Congreso de los
Diputados'. serte M, numero 3-1, de 3 de diciembre de 1982.

Séptimo -Los recurrentes mantienen que ~I Estatuto de Auto­
nomia de CasUlla y León viola el artIculo 147.2, el, de la Cons·
tltueión, según el cual los Estatutos deberlUl contener la sede
de las in'5tltucion'3S autónomas. porque en el articulo 3. en
lugar de determinarse ésta, se dice que -eonsUtuidas las Cortes
de Castilla y León en la Villa de Tordesillas. aprobarán, en su
primera sesión ordinaria, la sede o sedes de sus instituciones
de autogobierno. por mayoría de dos teretos.,

La determinación del contenido mínimo de los Estatutos que
se hace en el articulo 147.2 de la Constitución no puede condu­
cir sin embargO. a una conclusión como la que los recurrentes,
defienden. porque de ella no puede deducirse una reserva esta­
tutaria absoluta,. únlca hip6tesis en la que la. afirmación de los
recurrentes serfa indiscutible, Cierta.mente no existe tal reser­
va ni siquiera fren te a las leyes del Estado en lo que se refiere
a las competencias [articulo 147.2, eH, ya. que éstas pueden
resultar también de las leyes estatales no estatutarias a que
se refiere el artículo 150 de la Constltución, Tampoco existe
tal reserva estatutaria absoluta frente a la Ley de la Comu­
nidad Autónoma en lo que .se refiere a la organización de las
instituciones autónomas propias. cuyo desarrollo mediante Ley

24423 Sala Segunda. Recur,o de amparo número 710/1983.
Sentencia número 901l984. cte 6 de octubre.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, ,- don Francisco
Rubio Uorente. don Francisco Tomás y Valiente, don Antonio
Truyol Serra y don Francisco Pera Verdaguer. Ma¡istrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo ntlmero 71011983, promovido por el
Ayuntamiento de Lebrifa. representado por la Procuradora
dofta Maria José Ml1lán Valero '1 defendido por el Abogado don
Juan Rios Molina. impugnando 1& sentencia dictada por la S~.Ia

de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Territorial
de Sevilla con fecha 18 de septiembre de 1983 en su recurso
nümero 931/81 relativo a sanción impuesta a funcionarios de
dicho Ayntamiento. Ha sido parte el Ministerio Fiscal. Ha sido
ponente el Magistrado don Francisco Pera Verdaguer quien ex­
presa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Primero.-Durante los dias O a 18 de febrero de 1981 los
tuncionarios del Ayuntamiento ds Lebrifa realizaron un huelga
motivada por determinadas reivindicaciones relativas a su Esta­
tuto profesional. Habiendo seda1ado la Junta de Portavoces de
la Corporadón los dias 18 a 21 y 23 a 2S del mismo mes de
febrero para rea11zar Jomad.. suplementarias de dos horas
diarias en recuperaci6n de los dias perdidos, diecisIete funcio­
narios delaron de asistir a dicha recuperación, dis;)Oniendo el
Alcalde la retención de loa haberes correspondientes.

Quince de los funcionarios afectados formularon, tras la re­
posición, recurso contencioso-administ.raUvo siguiéndose el pro­
ceso correspondiente en la Sala de drcba Jurisdicción de la Au­
diencia TerritorIal de Sevilla, la cual dict6 en 16 de septiembre
de 1983 sentencja anulando el acuerdo y ol"denando la devolu­
ci6n de las cantidades retenidas. La Sala funds.m~ntó su de­
cisión en la doctrina contenida en la sentencia del Tribunal
Supremo de 1 de julio de 1982 con arreglo a la cual la retención
supone una privación de derechos que no puede llevarse a cabo
sin habilltación legal pues incide en un derecho constitucional
como es el de hue:ga,

Segundo.-eontra esta seD-tenC1a dedujo el Ayuntamiento re­
curso de amparo mediante la correspondiente demanda, pre­
sentada ante este Tribunal el 25 de octubre de 1983, alegándose
sustancialmente qUe la referida sent,.ncla. ha vulnerado los &r.
ticulos 28.2 y 14 de la Constitución Espaftola: el primero porque,
al negarse que la huelga surta los efectos tlptcos de pérdida
de la retribución. se desnaturaliza el derecho de huelga con.
virtiéndola en otra figra dlferente; el segundo porque la senten­
cia impugnada otorga un tratamiento privUegiado a 101 funcio­
nafios pú~1iCXtS en relaci6n a los trabafadores por cuenta ajena
y a los contratados de la AdministraciÓD y conlleva un perfuicio

no podria considerarse contrario alartfculo 147.2, el. Y lo mismo
hay que decir de la determinación de la sede· de tales institu­
ciones. El precepto contenido en el articulo 147.2. c), de la Cons·
tituci6n significa sin duda la absoluta exclusión de la norma
estatal no estatutaria. pero no s, ve razón para afirmar que lIe
ha infringido cuando. como ocurre en el caso presente. aun no
fijlUldose la sede por su nombre, se establece qu6 órgano habré.
de determ.1narla, cuAndo '1 d6nde habré. de hacerlo y oon qué
mayorla, que es perfectament, acorde con UDa Interpretación,
que no hay motivos para rechazar. que ve en el articulo 117.2.
d). una reserva estatutaria s610 relativa en la materla que
nos ocupa.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAI'IOLA.

Ha decidido,

.Desestimar el recurso de inconstitucionalidad promovido por
don Luis Fernández Fernández-Madrid. comisionado por 53 Se4
nadores .mu. contra la Ley orgánIca 4/1983. de 25 de febre­
ro, de Estatuto de Autonomía de Ca.:¡tilla·Le6n.

Publ1quese en el _Boletin· Oficial del Estado".

Dada en Madrid a 28 de septiembre de 1984.-Manuel Gar­
c1a-Pelayo y Alonso.-Jer6nimo Arozamena. Sierra.-Angel 1&­
tOfT8 Segura.-Manuel Diez de Velasco VaHejo.-Francisco Ru·
bio Llorente.-Gloria Begué Cantón.-Luis Diez Picazo_-~n~
cisco TomAs Val¡ente.-RafaeJ ·GÓmez·Ferrer Morant.-Antonio
Truyol Serra.-FnmC:sco Pera Verdaguer.-Firmados y rubri­
cados.

no Justificado & Quienes soportan 1& situ~ción de huel.2"a: Admi­
nistración y contribuyentes. Por 10 cual suplicaba· el deman.­
dante que declaremos la nulidad de la sentenc~ re<'urrida re­
conociendo que el contenido esencial del derecho da huelga
que eventualmente pueden ejercitar 108 funclonar''l' pübl1cos
supone una privación de· haberes. y restableciendo su derecho
a privar a lOS huelguistas de los mismos durante fll perlado de
cesaci6n ert la prestación de su actividad.

Tercero.-Por providencia de 30 de noviembre "p admitió a
trámite el recurso, recabándose los antecedentes que fueron re-.
mUidos previo emplazamiento de los recurrentes en VÍlI conten­
cioso·administratiVB. que no se personaron en la presente cons­
titucional; acordándose por providencia de 6 de junio pasado
dar vista de las referidas actuaciones a la parte demandante y
al Ministerio Fiscal otorgándose un plazo de veinte días, para
Que presentasen sus alegaciones escritas contorme' a articulo
52.1 de la ley Orgánica de este Tribunal, lo que fue efectIva·
mente Lumpumentado. .

la representación demandante ha alegado sU5~ancialmente
que en la doctrina que acoge la sentencia imT)l,v..",-i,-,· h··',,··.-f."! en
la del Tribunal Supremo de 1 de julio de 1982, existe una contra­
dicci6n al darse el reconocimiento del derecho de huelga pero
negando un efecto esencial al ejercicio de tal derel.no como es
el de la pérdida de haberes; atl.ade que el Ayuntamiento no ha
vulnerado el principio de legalidad pues el hecho de que no
exista norma reguladora de tal privación de haberes evidencia
un vacio normativo ma.s no un deber de abtener'ie de resol­
verlo por los m~nismos que el ordena~iento pos~e Concluye
ratifteando lo expuest.o en la demanda de amparo

El Ministerio Fiscal expone que lo que en realidad se invoca
es una consecuencia. de la huelga -la no percepción de ha­
beres- que en ningún caso puede tener dimensi6n constitu­
cional. la discriminación que la parte demanriante ar-unta para
ios funcionarios respecto de. los no funcionarios la está mani­
festando no desde el lado propio sino del de los trabajadores;
hay un diverso tratamiento -dice el Ministerio FJscal- que en
todo caso está justificado en el propio articuia 28 i' de la Cons·
titución, sin que, por otra parte. el hecho de que IEl relación
funcionarial genere distintas consecuencias que la IAhoral con·
tractual implique necesariamente que la huelga -1a funciona·
rios no puooa determinar la privación de haberes, que puede
hacerse mediante expediente sancionador.

Cuarto.-Por providencia de 11 de julio pasado se sefta16
para d'3libforact6n y votaci6n del recurso el 19 de septiembre
sigulente, quedando concluida el día 3 de octubre.•

Il. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-La petición de amparo que deduoe el Ayuntamien­
to de Lebrija oon 1& alegaci6n d. haberse vulnerado los ar­
tículos 28.2 y 14 de. la Constituci6n. el primero de Jos cuales
reconoce el derecho a la huelga de 10B trabajador'P.s para 1&
defensa de BUB interese9, y proclamador del derecho de los
espailoles a la igualdad ante 1& Ley el segundo, se exttende
a la solicitud de anulación de la aentencia dictada por la Sala
de lo Contencioso Administrativo de 1& Audienc:ia Territorial,
resolucIón que aquel Ente local reputa causante de esas ¡viola­
ciones del texto constitucional al haber decretado la devoluci6n


